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1205 Residuos (alquitrán de hulla), destilación del aceite de creosota, si contienen más de 
0,005 % p/p de benzo[a]pireno.

92061-93-3

1206 Aceite de creosota, fracción de acenafteno, aceite de lavado, si contiene más de 
0,005 % p/p de benzo[a]pireno.

90640-84-9

1207 Aceite de creosota, si contiene más de 0,005 % p/p de benzo[a]pireno. 61789-28-4
1208 Creosota, si contiene más de 0,005 % p/p de benzo[a]pireno. 8001-58-9
1209 Aceite de creosota, destilado de elevado punto de ebullición, aceite de lavado, si 

contiene más de 0,005 % p/p de benzo[a]pireno.
70321-79-8

1210 Residuos del extracto (hulla), ácido de aceite de creosota, residuo de extracto de 
aceite de lavado, si contienen más de 0,005 % p/p de benzo[a]pireno.

122384-77-4

1211 Aceite de creosota, destilado de bajo punto de ebullición, aceite de lavado, si con-
tiene más de 0,005 % p/p de benzo[a]pireno.

70321-80-1

1. Véase el número de referencia 364 del anexo II.
2. Véase el número de referencia 411 del anexo II.

 Dos.–La primera parte del anexo III se modifica como 
sigue:

a) Se suprime el número de referencia 19.
b) En el número de referencia 1a, en la columna b, las 

palabras «Ácido bórico, boratos y tetraboratos» se sustitu-
yen por: «Ácido bórico, boratos y tetraboratos, excepto la 
sustancia número 1184 del anexo II».

c) En el número de referencia 8, en la columna b, las 
palabras «m-y p-fenilendiamina, sus derivados N-sustitui-
dos y sus sales; derivados N-sustituidos de o-fenilendia-
mina (1), con la excepción de los derivados enumerados en 
cualquier otra parte del presente anexo» se sustituyen por: 
«p-fenilendiamina, sus derivados N-sustituidos y sus sales; 
derivados N-sustituidos de la o-fenilendiamina (1), exclui-
dos los ya mencionados en el presente anexo».

Artículo segundo. Plazo de comercialización.

A partir del 22 de agosto de 2006 no podrán ser comer-
cializados productos cosméticos que no se ajusten a lo 
establecido en el artículo primero.

Artículo tercero. Plazo de venta o cesión.

A partir del 22 de noviembre de 2006 no podrán ser 
vendidos o cedidos al consumidor final productos cosmé-
ticos que no se ajusten a lo establecido en el artículo pri-
mero.

Disposición final primera. Incorporación de derecho de la 
Unión Europea.

Mediante esta orden se incorpora al ordenamiento jurí-
dico interno la Directiva 2005/80/CE de la Comisión, 21 de 
noviembre de 2005, por la que se modifica la Direc tiva 76/
768/CEE del Consejo, relativa a los productos cosméticos, 
para adaptar sus anexos II y III al progreso técnico.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 24 de mayo de 2006.

SALGADO MÉNDEZ 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE LA REGIÓN DE MURCIA

 9895 LEY 7/2005, de 18 de noviembre, de subvencio-
nes de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN
DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de 
Murcia, que la Asamblea Regional ha aprobado la Ley 7/
2005, de 18 de noviembre, de subvenciones de la Comu-
nidad Autónoma de la Región de Murcia.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30. Dos, del 
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo y 
ordeno la publicación de la siguiente Ley.

PREÁMBULO

La publicación de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones (BOE de 18 de noviembre), 
obliga a las Comunidades Autónomas a adaptar su regu-
lación a los preceptos que, con carácter de básicos, en la 
misma se incluyen. La Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia tiene regulada la materia en unos pocos artícu-
los del actual Texto Refundido de la Ley de Hacienda, 
aprobado por Decreto legislativo 1/1999, de 2 de diciem-
bre. Dicha regulación, que hasta ahora se ha demostrado 
escasa, pero suficiente, para cubrir las necesidades de 
disciplina de su actividad subvencional, deviene con la 
nueva ley en totalmente insuficiente y necesitada de 
adaptación.

La referida adaptación puede conseguirse mediante la 
modificación del texto vigente, manteniéndolo como 
parte integrante de la norma general de la Comunidad en 
materia de hacienda pública, o bien, mediante la elabora-
ción de un texto independiente, que dé cumplida satisfac-
ción a las nuevas demandas creadas. Entre esas dos 
opciones, la más adecuada es la segunda, si se tiene en 
cuenta que el propósito ha de llevar a la confección de un 
texto que no tenga el carácter «minimalista» del que 
gozaba el hasta ahora vigente, sino que, asumida la tarea, 
resulta conveniente dotar a la Comunidad de una norma 
con rango suficiente que dé cumplida respuesta a todos y 
cada uno de los aspectos que se consideran fundamenta-

N.º de referencia Nombre químico Número CAS n.º CE 
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les en la regulación de esta parcela de su actividad econó-
mico financiera.

El régimen que se diseña en la ley de subvenciones de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia es, como 
no puede ser de otro modo, respetuoso con la normativa 
básica estatal en la materia, pero a la vez, intenta comple-
tar aquellos aspectos necesitados de concreción y para 
los cuales su competencia de desarrollo legislativo le per-
mite hacer previsiones que lo enriquecen, optando en 
caso de disyuntiva, por establecer las normas que se 
entienden más adecuadas en función del específico inte-
rés protegido por cada una. De ahí que, unas veces, se 
configure un régimen más garantista para los posibles 
beneficiarios de subvenciones, cuando son sus derechos 
los directamente afectados, y otras, se decante por un 
reforzamiento de las potestades administrativas, cuando 
de proteger los caudales públicos se trate. Todo ello se 
deriva del ejercicio de competencias propias de la Comu-
nidad Autónoma asumidas a través del Estatuto de Auto-
nomía, concretamente, la contemplada en el artículo 10, 
apartado uno, número 11 y la del apartado 29 de ese 
mismo precepto.

Por último, se estima que esta norma ha de conver-
tirse en el patrón de conducta a seguir en el manejo de los 
caudales públicos que se dirigen a favorecer las activida-
des de los particulares que, en mayor o menor medida, se 
estiman dignos de protección y por lo tanto, objeto de la 
actividad de fomento de nuestra Administración Pública.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Del ámbito de aplicación de la Ley

Artículo 1. Objeto.

1. Esta Ley tiene por objeto la regulación del régimen 
jurídico propio de las subvenciones cuya gestión u otor-
gamiento corresponde a la Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

2. A los efectos de esta Ley se entiende por Adminis-
tración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia el complejo organizativo integrado por su 
Administración General, debiendo asimismo ajustarse a 
esta ley las subvenciones otorgadas por los organismos y 
demás entidades de derecho público vinculadas o depen-
dientes de la Administración Regional.

Artículo 2. Régimen jurídico de las subvenciones.

1. Sin perjuicio de la normativa básica en la materia, 
las subvenciones que gestione u otorgue la Administración 
Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Mur-
cia se regirán por esta Ley y sus disposiciones de desarro-
llo, por las restantes normas de derecho administrativo, y, 
en su defecto, por las normas de derecho privado.

2. Las subvenciones cuya concesión corresponda a 
la Asamblea Regional de Murcia se regirán por su norma-
tiva específica.

3. Las subvenciones que se concedan por administra-
ciones o entidades distintas a las de la Comunidad Autó-
noma de la Región de Murcia y que sean libradas a ésta para 
ponerlas a disposición de un tercero se sujetarán a su nor-
mativa específica, sin perjuicio de su sujeción al régimen de 
contabilidad pública de acuerdo con el cual tendrán la consi-
deración de operaciones extrapresupuestarias.

CAPÍTULO II

Disposiciones comunes a las subvenciones

Artículo 3. Requisitos para el otorgamiento de las sub-
venciones.

1. Las normas que contengan las bases reguladoras 
de la concesión deberán aprobarse y publicarse en el 
«Boletín Oficial de la Región de Murcia » con carácter pre-
vio al otorgamiento de subvenciones.

2. Además de lo anterior, y de lo exigido por el 
número 1 del artículo 9 de la Ley General de Subvencio-
nes, cuando proceda, el otorgamiento de subvenciones 
debe cumplir los siguientes requisitos:

a) La competencia del órgano concedente.
b) La existencia de crédito adecuado y suficiente 

para atender las obligaciones de contenido económico 
que se derivan de la concesión de la subvención.

c) La tramitación del procedimiento de concesión de 
acuerdo con las normas que resulten de aplicación.

d) La fiscalización previa de los actos administrati-
vos de contenido económico, en los casos que legalmente 
proceda

e) La aprobación del gasto por el órgano competente 
para ello.

Artículo 4. Principios generales.

La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
ajustará su actuación en el establecimiento de subvencio-
nes al principio de planificación, y en su gestión a los de 
publicidad, concurrencia, objetividad, transparencia, 
igualdad y no discriminación, eficacia en el cumplimiento 
de los objetivos que se establezcan y eficiencia en la asig-
nación de los recursos.

Artículo 5. Planificación de la actividad subvencional.

1. A fin de planificar la actividad subvencional de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, el Consejo 
de Gobierno aprobará un Plan estratégico de subvencio-
nes que tendrá vigencia cuatrienal.

2. El procedimiento de elaboración o modificación 
del Plan se iniciará mediante Orden de la Consejería de 
Economía y Hacienda en la que se determinarán los docu-
mentos a incorporar por cada Consejería u Organismo, el 
calendario para su redacción, así como los informes y 
actuaciones de todo tipo que se consideren precisos 
durante la fase de instrucción.

3. El plan estará integrado por el conjunto de líneas 
de subvención que se propone ejecutar en su periodo de 
vigencia. A estos efectos se entiende por línea de subven-
ción el conjunto de acciones que persiguen un objetivo 
determinado y para cuya consecución se dotan unos 
recursos presupuestarios específicos.

4. Además del contenido exigido por el artículo 8 de 
la Ley General de Subvenciones, el Plan deberá explicitar 
los posibles beneficiarios de cada línea de subvenciones 
de acuerdo con la clasificación económico-presupuesta-
ria, de las actividades a realizar.

5. La Consejería de Economía y Hacienda será la 
competente para proponer a Consejo de Gobierno la 
aprobación del Plan.

Artículo 6. Reflejo presupuestario del Plan estratégico 
de subvenciones.

1. El Plan estratégico de subvenciones será uno de 
los documentos que acompañen al Proyecto de Presu-
puestos Generales de la Comunidad Autónoma de cada 
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ejercicio. Las previsiones de créditos que en él se incluyan 
deberán estar necesariamente explicitadas en el Plan.

2. Anualmente, a la vista de los resultados alcanza-
dos en el ejercicio anterior y de las propuestas formula-
das por las Consejerías, tanto de sus líneas como de las 
que gestionen u otorguen las entidades vinculadas o de 
ellas dependientes, la Consejería de Economía y Hacienda 
propondrá la modificación correspondiente del Plan para 
su aprobación a Consejo de Gobierno. La modificación 
del Plan deberá estar aprobada antes del fin del mes de 
julio de cada ejercicio, de manera que permita incluir sus 
previsiones en los anteproyectos de presupuestos de 
cada Consejería u organismo del ejercicio siguiente.

Artículo 7. Evaluación.

1. Al término de cada ejercicio presupuestario la 
Intervención General de la Comunidad Autónoma deberá 
efectuar la evaluación de los objetivos a conseguir en él y 
los definitivamente alcanzados. A tal fin las consejerías y 
organismos elaborarán una memoria que deberán remitir 
a dicho centro directivo en el modelo, formato y plazos 
que se determinen por Orden de la Consejería de Econo-
mía y Hacienda.

2. La memoria se llevará a cabo por los órganos que 
tengan atribuida esta función en cada consejería u orga-
nismo, y en caso de no existir atribución expresa a uno en 
concreto, cada centro directivo elaborará la correspon-
diente a las líneas de subvenciones que hubiese gestio-
nado en el periodo.

3. La Intervención General de la Comunidad Autó-
noma remitirá su informe de evaluación al titular de la 
Consejería de Economía y Hacienda quien dará cuenta al 
Consejo de Gobierno, que será quien determine a su 
vista, el mantenimiento o no de las diferentes líneas en el 
plan estratégico.

4. El Consejo de Gobierno remitirá a la Asamblea 
Regional de Murcia, el informe de evaluación realizado 
por la Intervención General, y en su caso, las decisiones 
de modificación adoptadas por aquél.

Artículo 8. Responsabilidad financiera derivada de la 
gestión de fondos procedentes de la Unión Europea.

Cuando por el Estado se practiquen compensaciones 
financieras derivadas de los supuestos previstos en el 
artículo 7 de la Ley General de Subvenciones, éstas debe-
rán repercutirse sobre los créditos que, en el ejercicio en 
que se realicen, tenga a su disposición el órgano que 
otorgó las ayudas, salvo acuerdo en contrario del Consejo 
de Gobierno. A tal fin, por la consejería interesada en no 
experimentar la minoración se formulará la correspon-
diente propuesta, que, sometida a informe de la Conseje-
ría de Economía y Hacienda se elevará a la consideración 
del Consejo de Gobierno para la adopción del acuerdo 
que corresponda. En él deberá determinarse los créditos 
que han de sufrir la minoración.

Artículo 9. Sujetos participantes.

Los sujetos que intervienen en el procedimiento de 
concesión de subvenciones son el órgano concedente, el 
beneficiario y, en su caso, la entidad colaboradora. Tienen 
esa consideración todos aquellos que la ostenten por 
reunir los requisitos establecidos en la Ley General de 
Subvenciones y, además, los que específicamente se 
establezcan por la normativa reguladora de la concreta 
subvención de que se trate.

Artículo 10. Órganos competentes para la concesión de 
subvenciones.

1. Son órganos competentes para la concesión de 
subvenciones el Presidente, Vicepresidente, en su caso, y 
demás miembros del Consejo de Gobierno, así como los 
Presidentes o Directores de los organismos vinculados o 
dependientes de la Administración General de la Comuni-
dad Autónoma.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, 
para autorizar la concesión de subvenciones de cuantía 
superior a 1.200.000 euros, será necesario el acuerdo del 
Consejo de Gobierno, excepto cuando la norma de crea-
ción del organismo contenga una previsión específica 
diferente. Dicha autorización no implicará la aprobación 
del gasto que, en todo caso, corresponderá al órgano 
competente para conceder la subvención.

3. Las facultades para conceder subvenciones 
podrán ser objeto de desconcentración mediante Decreto 
acordado en Consejo de Gobierno. También podrán ser 
objeto de delegación.

Artículo 11. Obligaciones de los beneficiarios.

Son obligaciones de los beneficiarios, además de las 
establecidas en el artículo 14 de la Ley General de Sub-
venciones y las que puedan establecer en cada caso sus 
bases reguladoras:

a) Comunicar al órgano concedente la modificación 
de cualquier circunstancia tanto objetiva como subjetiva 
que afectase a alguno de los requisitos exigidos para la 
concesión de la subvención.

b) Con anterioridad a dictarse la propuesta de reso-
lución de concesión, deberá acreditar que no tiene deu-
das tributarias en periodo ejecutivo de pago con la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma, salvo que las 
deudas estén suspendidas o garantizadas. Mediante 
orden de la Consejería de Economía y Hacienda se deter-
minarán la forma de acreditación y el órgano competente 
que ha de expedir la certificación en que se acredite 
cuanto se expresa en el párrafo.

Artículo 12. De las entidades colaboradoras.

1. Cuando las bases reguladoras así lo prevean, la 
distribución y entrega de los fondos entre los beneficia-
rios o la colaboración en la gestión de la subvención sin la 
previa entrega y distribución de fondos, podrá ser enco-
mendada mediante convenio a cualquiera de las entida-
des que cumplan con los requisitos exigidos por la Ley 
General de Subvenciones para ostentar la condición de 
entidad colaboradora, pesando sobre ella cuantas obliga-
ciones se derivan de dicha ley y las que, específicamente 
se impongan en el convenio a suscribir, entre las que 
podrá incluirse la obligación de reintegrar total o parcial-
mente los fondos públicos recibidos para su distribución, 
como consecuencia de la modificación de las condiciones 
impuestas para la concesión o el incumplimiento de sus 
obligaciones.

2. La selección de la entidad colaboradora, cuando 
sean personas sujetas a derecho privado, deberá hacerse 
respetando el principio de objetividad mediante convoca-
toria pública al efecto, con expresión de los criterios que 
servirán de base a la propuesta y con carácter previo al 
inicio del plazo de presentación de solicitudes por los 
posibles interesados. A dicha convocatoria, que se publi-
cará en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, podrán 
concurrir todas aquellas entidades que reúnan los requisi-
tos exigidos y la selección de la misma deberá hacerse 
por el órgano competente para la concesión de las sub-
venciones a la vista de la propuesta que formule el órgano 
gestor. La decisión podrá separarse de la propuesta for-
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mulada siempre que quede debidamente motivado el 
acto.

3. Con la entidad seleccionada se suscribirá un con-
venio en el que, además del contenido mínimo básico 
exigido por la Ley General de Subvenciones, deberán 
regularse los siguientes apartados:

a) Plazo inicial y máximo de duración, sin que este 
último pueda exceder de cuatro años, incluidas las pró-
rrogas, excepto cuando la naturaleza de la subvención a 
conceder exija un plazo de duración mayor.

b) Garantías que se han de constituir en la Tesorería de 
la Comunidad Autónoma a favor del órgano concedente, 
importe, medios y procedimiento para su cancelación.

c) Procedimiento, medios de acreditación y calenda-
rio de remisión de información relativa a la distribución 
de los fondos o de la gestión asumida al órgano conce-
dente en función del contenido de la colaboración.

d) Órgano de la Administración concedente que ejer-
cerá el seguimiento del cumplimiento del contenido del 
convenio.

e) Forma de justificación por parte de los beneficia-
rios del cumplimiento de las condiciones para el otorga-
miento de las subvenciones y requisitos para la verifica-
ción de la misma.

f) Plazo y forma de presentación de la justificación 
de las subvenciones aportada por los beneficiarios.

g) Determinación de los libros y registros contables 
específicos que debe llevar la entidad colaboradora para 
facilitar la adecuada justificación de la subvención y la 
comprobación del cumplimiento de las condiciones esta-
blecidas.

h) Obligación de reintegro de los fondos en el 
supuesto de incumplimiento de los requisitos y obligacio-
nes establecidas para la concesión de la subvención y, en 
todo caso, en los supuestos regulados en el artículo 37 de 
la Ley General de Subvenciones.

i) Obligación de la entidad colaboradora de some-
terse a las actuaciones de comprobación y control de la 
gestión de los fondos que pueda efectuar el órgano con-
cedente o cualesquiera órganos de control competentes, 
nacionales o extranjeros, aportando cuanta información 
le sea requerida en el ejercicio de tales actuaciones.

j) Causas de resolución del convenio y procedi-
miento para la liquidación del mismo.

Artículo 13. Bases reguladoras de la concesión de las 
subvenciones.

1. En el ámbito de la Administración de la Comuni-
dad Autónoma, así como de los organismos públicos y 
restantes entidades de derecho público con personalidad 
jurídica propia vinculadas o dependientes de aquélla, el 
Presidente, Vicepresidente y demás miembros del Con-
sejo de Gobierno establecerán las bases reguladoras de la 
concesión.

Las citadas bases se aprobarán por Decreto del Presi-
dente o por Orden, en el resto de los casos, de acuerdo 
con el procedimiento legalmente establecido, y previo 
informe del servicio jurídico-administrativo de la Conseje-
ría competente, y serán objeto de publicación en el Bole-
tín Oficial de la Región de Murcia.

No será necesaria la promulgación de las citadas nor-
mas cuando las sectoriales específicas de cada subven-
ción incluyan las citadas bases reguladoras con el alcance 
previsto en el apartado 2 de este artículo.

2. El contenido mínimo de las bases reguladoras 
será el establecido en el artículo 17.3 de la Ley General de 
Subvenciones.

3. Las bases podrán prever que todos los requisitos 
para obtener la subvención se acrediten junto con la soli-
citud o bien que determinados requisitos se acrediten 
junto con la solicitud y los restantes únicamente por los 

posibles beneficiarios de acuerdo con la propuesta de 
concesión y previo requerimiento fehaciente. Dicho 
requerimiento deberá ser atendido en el plazo máximo de 
10 días a contar desde el siguiente a su notificación, 
entendiéndose producido el desistimiento si en el mismo 
no se cumplimenta.

Artículo 14. Publicidad de las subvenciones concedidas.

1. Los órganos concedentes de las subvenciones 
deberán publicar en el Boletín Oficial de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, con la periodicidad 
que reglamentariamente se determine, las subvenciones 
concedidas, con expresión de los datos exigidos por el 
artículo 18.1 de la Ley General de Subvenciones y coste 
de la actividad, siempre que conste.

2. No será necesaria la publicación de la concesión 
de subvenciones en el BORM en los supuestos previstos 
en el número 3 del artículo 18 de la Ley General de Sub-
venciones. No obstante, en el caso de aquellas que ten-
gan asignación nominativa en los presupuestos de la 
CARM, sí deberán publicarse en el BORM cuando la cuan-
tía finalmente otorgada por la Administración sea dife-
rente a la que figure en el texto aprobado por la Asamblea 
Regional.

Artículo 15. Base de datos autonómica de subvenciones.

1. La Intervención General de la Comunidad Autó-
noma será el órgano encargado de la constitución y man-
tenimiento de la base de datos autonómica de subvencio-
nes, en la que deberán anotarse los actos y documentos 
que por Orden de la Consejería de Economía y Hacienda 
se determinen. Todos los órganos que concedan subven-
ciones deberán remitir a la Intervención General la infor-
mación por los procedimientos y en los plazos que en 
dicha orden se establezca.

2. La creación y mantenimiento de la Base de datos 
autonómica de subvenciones habrá de servir, al menos, a 
los siguientes fines:

a) La ordenación y conocimiento de la total actividad 
subvencional de la CARM.

b) La coordinación con las bases de datos estableci-
das por la Unión Europea, la Administración General del 
Estado y otras entidades públicas.

c) La elaboración de estudios y análisis sobre la acti-
vidad subvencional de la CARM.

d) La colaboración con los órganos encargados de la 
elaboración del Plan estratégico de subvenciones de la 
CARM.

e) La colaboración con los órganos e instituciones 
de control de este tipo de actividad.

Artículo 16. Régimen de garantías.

1. El régimen de las garantías, medios de constitu-
ción, depósito y cancelación que tengan que constituir los 
beneficiarios o las entidades colaboradoras se estable-
cerá por Orden de la Consejería de Economía y 
Hacienda.

2. Se establecerán necesariamente garantías en el 
supuesto de anticipos pendientes de justificar cuyo 
importe acumulado sea superior a 60.000 euros, excepto 
en los siguientes casos:

a) Cuando el beneficiario forme parte del sector 
público.

b) Cuando se trate de las organizaciones sindicales 
más representativas, asociaciones empresariales o cáma-
ras oficiales de comercio.

c) Cuando el beneficiario sea una federación deportiva.
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d) Cuando el beneficiario sea una fundación pertene-
ciente al sector público en atención al cumplimiento de los 
requisitos que a tal efecto determina la disposición adicio-
nal decimosexta de la Ley General de Subvenciones.

e) Cuando el objeto de la subvención sea una, finan-
ciar proyectos de cooperación para el desarrollo o de 
carácter humanitario y de emergencia, o cuando se trate 
de subvenciones destinadas a acción social, servicios 
sociales o sanitarios.

TÍTULO I

Procedimientos de concesión y gestión
de las subvenciones

CAPÍTULO I

Del procedimiento de concesión en régimen 
de concurrencia competitiva

Artículo 17. Iniciación.

1. El procedimiento para la concesión de subvencio-
nes en régimen de concurrencia competitiva se inicia 
siempre de oficio.

2. La iniciación de oficio se realizará siempre 
mediante convocatoria publicada en el BORM, aprobada 
por el órgano competente para conceder subvenciones, 
que desarrollará el procedimiento para la concesión de 
las convocadas según lo establecido en este capítulo y de 
acuerdo con los principios de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y 
tendrá necesariamente el siguiente contenido:

a) Indicación de la disposición que establezca, en su 
caso, las bases reguladoras y del BORM en que está publi-
cada, salvo que en atención a su especificidad éstas se 
incluyan en la propia convocatoria.

b) Créditos presupuestarios a los que se imputará la 
subvención y cuantía total máxima de las subvenciones 
convocadas dentro de los créditos disponibles o, en su 
defecto, cuantía estimada de las subvenciones.

c) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de 
la subvención.

d) Expresión de que la concesión se efectúa 
mediante un régimen de concurrencia competitiva.

e) Requisitos para solicitar la subvención y forma de 
acreditarlos.

f) Indicación de los órganos competentes para la 
instrucción y resolución del procedimiento.

g) Plazo de presentación de solicitudes, a las que 
serán de aplicación las previsiones contenidas en el apar-
tado 3 de este artículo.

h) Órgano encargado de la evaluación y composi-
ción de la comisión evaluadora, cuando así se prevea.

i) Posibilidad de que se dicten resoluciones parciales 
sobre las solicitudes presentadas hasta determinadas 
fechas, así como de que se disponga la reapertura del 
plazo de solicitud una vez que, resueltas todas las recibi-
das, se constate la existencia de remanente de crédito 
disponible.

j) Posibilidad de prorratear el crédito disponible 
entre las solicitudes merecedoras de concesión cuando la 
suma total de subvenciones a conceder supere el crédito 
disponible.

k) Plazo de resolución y notificación.
l) Documentos e informaciones que deben acompa-

ñarse a la petición.

m) En su caso, posibilidad de reformulación de soli-
citudes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 
de esta Ley.

n) Indicación de si la resolución pone fin a la vía 
administrativa y, en caso contrario, órgano ante el que ha 
de interponerse recurso de alzada.

ñ) Criterios de valoración de las solicitudes.
o) Medio de notificación o publicación, de conformi-

dad con lo previsto en el artículo 59 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

3. A las solicitudes de los interesados acompañarán 
los documentos e informaciones determinadas en la 
norma o convocatoria, salvo que los documentos exigi-
dos ya estuvieran en poder de cualquier órgano de la 
Administración actuante, en cuyo caso el solicitante 
podrá acogerse a lo establecido en el párrafo f) del artícu-
lo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, siempre que se haga 
constar la fecha y el órgano o dependencia en que fueron 
presentados o, en su caso, emitidos, y siempre que no 
hayan transcurrido más de cinco años desde la finaliza-
ción del procedimiento al que correspondan. A estos efec-
tos se entiende que finalizó en la fecha en que se notificó 
al ahora solicitante de la subvención la resolución final 
del procedimiento inicial que individualmente le afectase 
como interesado.

En los supuestos de imposibilidad material de obtener 
el documento, el órgano competente para la instrucción 
podrá requerir al solicitante su presentación, o, en su 
defecto, la acreditación por otros medios de los requisitos 
a que se refiere el documento, con anterioridad a la for-
mulación de la propuesta de resolución.

La presentación telemática de solicitudes y documen-
tación complementaria se realizará en los términos pre-
vistos en la disposición adicional decimoctava de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

A efectos de lo previsto en el apartado 3 de la citada 
disposición adicional decimoctava, la presentación de la 
solicitud por parte del beneficiario conllevará la autoriza-
ción al órgano gestor para recabar los certificados a emitir 
por los organismos competentes.

4. A efectos de lo dispuesto en los apartados anterio-
res, la normativa reguladora de la subvención podrá 
admitir la sustitución de la presentación de determinados 
documentos por una declaración responsable del solici-
tante. En este caso, con anterioridad a la propuesta de 
resolución de concesión de la subvención se deberá 
requerir la presentación de la documentación que acre-
dite la realidad de los datos contenidos en la citada decla-
ración, en un plazo no superior a 15 días.

5. Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos 
en la norma de convocatoria, el órgano competente para 
instruir requerirá al interesado para que la subsane en el 
plazo de 10 días, indicándole que si no lo hiciese se le ten-
drá por desistido de su solicitud, previa resolución que 
deberá ser dictada en los términos previstos en el artícu-
lo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común.

Artículo 18. Instrucción.

1. La instrucción del procedimiento de concesión de 
subvenciones corresponde al órgano que se designe en la 
convocatoria.

2. El órgano competente para la instrucción realizará 
de oficio cuantas actuaciones estime necesarias para la 
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determinación, conocimiento y comprobación de los 
datos en virtud de los cuales debe formularse la pro-
puesta de resolución.

3. Las actividades de instrucción comprenderán:
a) Petición de cuantos informes estime necesarios 

para resolver o que sean exigidos por las normas que 
regulan la subvención. En la petición se hará constar, en 
su caso, el carácter determinante de aquellos informes 
que sean preceptivos. El plazo para su emisión será de 10 
días, salvo que el órgano instructor, atendiendo a las 
características del informe solicitado o del propio procedi-
miento, solicite su emisión en un plazo menor o mayor, 
sin que en este último caso pueda exceder de dos 
meses.

Cuando en el plazo señalado no se haya emitido el 
informe calificado por disposición legal expresa como 
preceptivo y determinante, o, en su caso, vinculante, 
podrá interrumpirse el plazo de los trámites sucesivos.

b) Evaluación por el órgano colegiado a que se 
refiere el artículo 17.2, apartado h) de esta ley, cuando así 
se haya determinado, y si no por el órgano que en la con-
vocatoria se indique, de las solicitudes o peticiones, efec-
tuadas conforme con los criterios, formas y prioridades 
de valoración establecidos en la norma reguladora de la 
subvención o, en su caso, en la convocatoria.

La norma reguladora de la subvención podrá contem-
plar la posibilidad de establecer una fase de preevalua-
ción en la que se verificará el cumplimiento de las condi-
ciones impuestas para adquirir la condición de beneficiario 
de la subvención. Dicha operación será competencia del 
órgano instructor.

c) Práctica de cuantas pruebas se estimen pertinen-
tes para acreditar los hechos relevantes para la adopción 
de la resolución.

4. Una vez evaluadas las solicitudes, el órgano 
encargado de realizarla deberá emitir informe en el que se 
concrete el resultado de la evaluación efectuada.

El órgano instructor, a la vista del expediente y del 
informe del órgano evaluador, formulará la propuesta de 
resolución provisional, debidamente motivada, que 
deberá notificarse a los interesados en la forma que esta-
blezca la convocatoria, y se concederá un plazo de 10 días 
para presentar alegaciones.

Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando 
no figuren en procedimiento ni sean tenidos en cuenta 
otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las adu-
cidas por los interesados. En este caso, la propuesta de 
resolución formulada tendrá el carácter de definitiva.

Examinadas las alegaciones aducidas en su caso por 
los interesados, por el órgano instructor se formulará la 
propuesta de resolución definitiva, que deberá expresar 
el solicitante o la relación de solicitantes para los que se 
propone la concesión de la subvención, y su cuantía, 
especificando su evaluación y los criterios de valoración 
seguidos para efectuarla.

El expediente de concesión de subvenciones conten-
drá el informe del órgano instructor en el que conste que 
de la información que obra en su poder se desprende que 
los beneficiarios cumplen todos los requisitos necesarios 
para acceder a las mismas.

5. La propuesta de resolución definitiva, cuando 
resulte procedente de acuerdo con las bases reguladoras, 
se notificará a los interesados que hayan sido propuestos 
como beneficiarios en la fase de instrucción, para que en 
el plazo de diez días naturales desde la notificación de la 
propuesta de resolución comuniquen su aceptación con 
la advertencia de que de no recibirse comunicación en 
sentido contrario, se entenderá producida la aceptación.

6. Las propuestas de resolución provisional y defini-
tiva no crean derecho alguno a favor del beneficiario pro-
puesto, frente a la Administración, mientras no se le haya 
notificado la resolución de concesión.

Artículo 19. Resolución.

1. Una vez aprobada la propuesta de resolución defi-
nitiva, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 89 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y, en su caso, en la correspondiente 
norma o convocatoria, el órgano competente resolverá el 
procedimiento.

2. La resolución se motivará de conformidad con lo 
que dispongan las bases reguladoras de la subvención 
debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el procedi-
miento los fundamentos de la resolución que se adopte.

3. La resolución, además de contener el solicitante o 
relación de solicitantes a los que se concede la subven-
ción, hará constar, en su caso, de manera expresa, la des-
estimación del resto de las solicitudes.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la reso-
lución del procedimiento no podrá exceder de seis meses, 
salvo que una norma con rango de Ley establezca un 
plazo mayor o así venga previsto en la normativa de la 
Unión Europea. El plazo se computará a partir de la publi-
cación de la correspondiente convocatoria, salvo que la 
misma posponga sus efectos a una fecha posterior, o, en 
el caso de reapertura del plazo de presentación de solici-
tudes, desde el momento de la publicación en el BORM de 
dicho anuncio.

En el supuesto de subvenciones tramitadas por otras 
Administraciones públicas en las que corresponda la 
resolución a la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia o a las entidades de derecho público vinculadas o 
dependientes de ésta, este plazo se computará a partir del 
momento en que el órgano otorgante disponga de la pro-
puesta o de la documentación que la norma reguladora 
de la subvención determine.

5. El vencimiento del plazo máximo sin haberse noti-
ficado la resolución legitima a los interesados para enten-
der desestimada por silencio administrativo la solicitud 
de concesión de la subvención.

Artículo 20. Notificación de la resolución.

La resolución del procedimiento se notificará a los 
interesados de acuerdo con lo previsto en el artículo 58 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. La notificación o publicación se 
practicará por el órgano competente para instruir y se 
ajustará a las disposiciones contenidas en el artículo 59 
de la citada Ley.

Artículo 21. Reformulación de las solicitudes.

1. Cuando la subvención tenga por objeto la finan-
ciación de actividades a desarrollar por el solicitante y el 
importe de la subvención de la propuesta de resolución 
provisional sea inferior al que figura en la solicitud pre-
sentada, se podrá instar del beneficiario, si así se ha pre-
visto en las bases reguladoras, la reformulación de su 
solicitud para ajustar los compromisos y condiciones a la 
subvención otorgable.

2. La solicitud reformada se someterá de nuevo a la 
consideración del órgano evaluador y, una vez que merezca 
su conformidad, se formulará la propuesta de resolución 
definitiva que será remitida, con todo lo actuado, al órgano 
competente para que dicte la resolución.

3. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes 
deberá respetar el objeto, condiciones y finalidad de la 
subvención, así como los criterios de valoración estable-
cidos respecto de las solicitudes o peticiones.



21134 Lunes 5 junio 2006 BOE núm. 133

Artículo 22. Supuestos especiales de concurrencia.

1. A solicitud de interesado, podrán concederse sub-
venciones en atención a la mera concurrencia de una 
determinada situación en el perceptor, sin que sea nece-
sario establecer en tales casos la comparación de las soli-
citudes ni la prelación entre las mismas.

2. Serán de aplicación a estos supuestos, en lo que 
sea compatible con su naturaleza, las normas de procedi-
miento establecidas en este capítulo.

CAPÍTULO II

Del procedimiento de concesión directa

Artículo 23. Concesión directa.

1. Únicamente podrán concederse subvenciones de 
forma directa en los casos previstos en el número 2 del 
artículo 22 de la Ley General de Subvenciones.

La resolución de concesión y, en su caso, los conve-
nios a través de los cuales se canalicen estas subvencio-
nes establecerán las condiciones y compromisos aplica-
bles de conformidad con lo dispuesto en esta Ley.

Los convenios serán el instrumento ordinario para 
conceder y regular las subvenciones previstas nominati-
vamente en los Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma, o en los de las corporaciones locales de su 
territorio, sin perjuicio de lo que a este respecto esta-
blezca su normativa reguladora.

2. El Consejo de Gobierno aprobará por Decreto, a 
propuesta del órgano competente por razón de la materia 
para conceder subvenciones y previo informe de la Con-
sejería de Economía y Hacienda, las normas especiales 
reguladoras de las subvenciones contempladas en el 
párrafo c) del apartado 2 del artículo 22 de la Ley General 
de Subvenciones.

3. El Decreto a que se hace referencia en el apartado 
anterior deberá ajustarse a las previsiones contenidas en 
esta Ley, salvo en lo que afecte a la aplicación de los prin-
cipios de publicidad y concurrencia, y contendrá como 
mínimo los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de las subvenciones, con 
indicación del carácter singular de las mismas y las razo-
nes que acreditan el interés público, social, económico o 
humanitario y aquellas que justifican la dificultad de su 
convocatoria pública.

b) Régimen jurídico aplicable.
c) Beneficiarios, cuantía máxima a conceder y, en su 

caso, límite de concesión de cada ayuda individual.
d) Crédito presupuestario afectado
e) Procedimiento de concesión y régimen de justifi-

cación de la aplicación dada a las subvenciones por los 
beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras.

CAPÍTULO III

Del procedimiento de gestión y justificación

Artículo 24. Subcontratación de las actividades subven-
cionadas por los beneficiarios.

1. Las actividades subvencionadas deberán ser reali-
zadas por el beneficiario de la subvención.

2. No obstante, cuando así lo prevean las bases regu-
ladoras, la actividad subvencionada podrá ser objeto de 
subcontratación, total o parcial, en los términos estableci-
dos en el artículo 29 de la Ley General de Subvenciones.

Artículo 25. Justificación de las subvenciones.

Los beneficiarios están obligados a justificar ante el 
órgano concedente o, en su caso, ante la entidad colabo-
radora, la aplicación de los fondos percibidos a la finali-
dad que sirvió de fundamento a la concesión de la sub-
vención, en la forma y plazos establecidos en las bases 
reguladoras.

El régimen de justificaciones será el establecido en la 
Ley General de Subvenciones, normativa de desarrollo y 
en las bases reguladoras.

En el caso de subvenciones que, bien por que su 
importe determine la necesidad de autorización del Con-
sejo de Gobierno para su concesión o bien por su signifi-
cativa repercusión económica o social a juicio del órgano 
concedente, las bases podrán prever que el beneficiario 
presente, además de la documentación en ellas exigida, 
un informe de auditoría elaborado por expertos indepen-
dientes en el que se verifique y contraste la correcta apli-
cación de los fondos recibidos.

Artículo 26. Comprobación de subvenciones.

1. El órgano concedente comprobará la adecuada 
justificación de la subvención, así como la realización de 
la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determi-
nen la concesión o disfrute de la subvención. A tal fin, una 
vez concedida la subvención, deberá designar los órga-
nos responsables del seguimiento del proceso de justifi-
cación, a fin de recabar de los beneficiarios el cumpli-
miento del deber de justificación en los plazos establecidos 
y, posteriormente, realizar las comprobaciones antedi-
chas. Tales órganos elaborarán un informe comprensivo 
de sus actuaciones y su resultado, con mención expresa 
del juicio que les merece.

2. En el caso de subvenciones de capital superiores 
a 300.000 euros, el órgano concedente deberá proceder a 
realizar la comprobación material de la inversión, levan-
tando la correspondiente acta que lo acredite, que deberá 
unirse al resto de la documentación justificativa. Cuando 
por la naturaleza de la inversión realizada no fuere posible 
comprobar materialmente su existencia, se podrá susti-
tuir el acta por una justificación documental que constate 
de forma razonable y suficiente la realización de la activi-
dad subvencionada.

3. En caso de haber intervenido una entidad colabo-
radora a ella corresponderá realizar, en nombre y por 
cuenta del órgano concedente, la comprobación de la rea-
lización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad 
determinante del otorgamiento de la subvención. El resul-
tado de tales comprobaciones deberá unirse a la justifica-
ción que la entidad colaboradora deberá presentar ante el 
órgano concedente.

Artículo 27. Comprobación de valores.

1. La Administración podrá comprobar el valor de 
mercado de los gastos subvencionados empleando uno o 
varios de los siguientes medios:

a) Precios medios de mercado.
b) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros.
c) Estimación por referencia a los valores que figu-

ren en los registros oficiales de carácter fiscal.
d) Dictamen de peritos de la Administración.
e) Tasación pericial contradictoria.
f) Cualesquiera otros medios de prueba admitidos 

en derecho.

2. El valor comprobado por la Administración servirá 
de base para el cálculo de la subvención y se notificará, 
debidamente motivado y con expresión de los medios y 
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criterios empleados, junto con la resolución del acto que 
contiene la liquidación de la subvención.

3. El beneficiario podrá, en todo caso, promover la 
tasación pericial contradictoria, en corrección de los 
demás procedimientos de comprobación de valores seña-
lados en el apartado 1 de este artículo, dentro del plazo 
del primer recurso que proceda contra la resolución del 
procedimiento en el que la Administración ejerza la facul-
tad prevista en el apartado anterior.

La presentación de la solicitud de tasación pericial 
contradictoria determinará la suspensión de la ejecución 
del procedimiento resuelto y del plazo para interponer 
recurso contra éste.

4. Si la diferencia entre el valor comprobado por la 
Administración y la tasación practicada por el perito del 
beneficiario es inferior a 120.000 euros y al 10 por 100 del 
valor comprobado por la Administración, la tasación del 
perito del beneficiario servirá de base para el cálculo de la 
subvención. En caso contrario, deberá designarse un 
perito tercero en los términos que se determinen regla-
mentariamente.

Los honorarios del perito del beneficiario serán satis-
fechos por éste. Cuando la tasación practicada por el 
perito tercero fuese inferior al valor justificado por el 
beneficiario, todos los gastos de la pericia serán abona-
dos por éste, y, por el contrario, caso de ser superior, 
serán de cuenta de la Administración.

La valoración del perito tercero servirá de base para la 
determinación del importe de la subvención.

CAPÍTULO IV

Del procedimiento de gestión presupuestaria

Artículo 28. Procedimiento de aprobación del gasto.

1. Con carácter previo a la convocatoria de la sub-
vención o a la concesión directa de la misma, deberá 
efectuarse la aprobación del gasto en los términos previs-
tos en la Ley de Hacienda de la Región de Murcia. A tal 
efecto, unido al proyecto de convocatoria, por el órgano 
instructor se formulará la correspondiente propuesta de 
gasto en la que se consignará, al menos, el objeto de las 
subvenciones que se pretende conceder, el órgano com-
petente para otorgarlas, y la disposición que contiene las 
bases reguladoras con indicación del «Boletín Oficial de la 
Región de Murcia» en que se publicó, salvo que por su 
propia especificidad estuvieren contenidas en la misma 
convocatoria. A la propuesta de gasto deberá unirse el 
documento acreditativo de la existencia de crédito.

2. En atención al régimen de control a que estén 
sujetos los actos del órgano concedente, la propuesta de 
gasto será sometida o no a fiscalización previa, en la 
modalidad que corresponda. Si la convocatoria contu-
viese las bases reguladoras el acto de control se ceñirá a 
comprobar aquellos extremos de los señalados en el 
artículo 17 de esta ley que resulten preceptivos según las 
disposiciones vigentes en cada momento.

3. El órgano competente para conceder las subven-
ciones será el competente para aprobar el gasto en todo 
caso, debiendo recabar cuando proceda, con carácter pre-
vio, la autorización del Consejo de Gobierno.

4. La resolución de concesión de la subvención con-
llevará el compromiso del gasto correspondiente.

Artículo 29. Pago de las subvenciones.

1. Con carácter general, el pago de la subvención se 
realizará previa justificación, por el beneficiario, de la reali-
zación de la actividad, proyecto, objetivo o adopción del 
comportamiento para el que se concedió en los términos 
establecidos en la normativa reguladora de la subvención.

Se producirá la pérdida del derecho al cobro total o par-
cial de la subvención en el supuesto de falta de justificación 
o de concurrencia de alguna de las causas de reintegro.

2. Cuando la naturaleza de la subvención así lo justi-
fique, podrán realizarse pagos a cuenta. Dichos abonos a 
cuenta podrán suponer la realización de pagos fracciona-
dos que responderán al ritmo de ejecución de las accio-
nes subvencionadas, abonándose por cuantía equivalente 
a la justificación presentada.

3. También se podrán realizar pagos anticipados que 
supondrán entregas de fondos con carácter previo a la 
justificación, como financiación necesaria para poder lle-
var a cabo las actuaciones inherentes a la subvención. 
Dicha posibilidad y el régimen de garantías deberán pre-
verse expresamente en la normativa reguladora de la 
subvención.

4. En ningún caso podrán realizarse pagos anticipa-
dos a beneficiarios cuando se haya solicitado la declara-
ción de concurso, hayan sido declarados insolventes en 
cualquier procedimiento, se hallen declarados en con-
curso, estén sujetos a intervención judicial o hayan sido 
inhabilitados conforme a la Ley Concursal sin que haya 
concluido el período de inhabilitación fijado en la senten-
cia de calificación del concurso, hayan sido declarados en 
quiebra, en concurso de acreedores, insolvente fallido en 
cualquier procedimiento o sujeto a intervención judicial, 
haber iniciado expediente de quita y espera o de suspen-
sión de pagos o presentado solicitud judicial de quiebra o 
de concurso de acreedores, mientras, en su caso, no fue-
ran rehabilitados.

5. La realización de pagos a cuenta o pagos anticipados, 
así como el régimen de garantías, deberán preverse expresa-
mente en la normativa reguladora de la subvención.

6. El órgano instructor, al formular la propuesta de 
pago, acompañará su informe sobre acreditación del 
cumplimiento de las condiciones que le dan derecho al 
beneficiario al cobro de la misma.

Artículo 30. Retención de pagos.

1. Una vez acordado el inicio del procedimiento de 
reintegro, como medida cautelar, el órgano concedente 
puede acordar, a iniciativa propia o de una decisión de la 
Comisión Europea o a propuesta de la Intervención Gene-
ral de la Comunidad Autónoma o de la autoridad paga-
dora, la suspensión de los libramientos de pago de las 
cantidades pendientes de abonar al beneficiario o entidad 
colaboradora, sin superar, en ningún caso, el importe que 
fijen la propuesta o resolución de inicio del expediente de 
reintegro, con los intereses de demora devengados hasta 
aquel momento.

2. La imposición de esta medida cautelar debe acor-
darse por resolución motivada, que debe notificarse al 
interesado, con indicación de los recursos pertinentes. 
Asimismo se comunicará al órgano competente para la 
ordenación de los pagos que deberá acusar recibo de la 
misma. Desde que el ordenador de pagos tenga conoci-
miento de la existencia de la resolución dispondrá lo 
necesario para que el sistema contable impida que se 
hagan efectivas las propuestas de pago a favor del bene-
ficiario que de la misma naturaleza, o derivadas de devo-
lución de ingresos indebidos, exclusivamente, haya reci-
bido y aún estén pendientes de ejecución.

3. En todo caso, procederá la suspensión si existen 
indicios racionales que permitan prever la imposibilidad 
de obtener el resarcimiento, o si éste puede verse frus-
trado o gravemente dificultado, y, en especial, si el per-
ceptor hace actos de ocultación, gravamen o disposición 
de sus bienes.

4. La retención de pagos estará sujeta, en cualquiera 
de los supuestos anteriores, al siguiente régimen jurídico:
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a) Debe ser proporcional a la finalidad que se pre-
tende conseguir, y, en ningún caso, debe adoptarse si 
puede producir efectos de difícil o imposible reparación.

b) Debe mantenerse hasta que se dicte la resolución 
que pone fin al expediente de reintegro, y no puede supe-
rar el período máximo que se fije para su tramitación, 
incluidas prórrogas.

c) No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
debe levantarse cuando desaparezcan las circunstancias 
que la originaron o cuando el órgano concedente, tras 
proponer el interesado la sustitución de esta medida cau-
telar por la constitución de una garantía, la considere 
suficiente y efectivamente se constituya.

TÍTULO II

Del reintegro de subvenciones

CAPÍTULO I

Del reintegro

Artículo 31. Procedimientos de revisión de oficio y de 
declaración de lesividad del acto de concesión.

1. Cuando el acto de concesión incurriera en alguno 
de los supuestos de nulidad o anulabilidad previstos en el 
artículo 36 de la Ley General de Subvenciones, y el órgano 
concedente proceda a su revisión de oficio o declaración 
de lesividad y ulterior impugnación ante la Jurisdicción 
contencioso-administrativa, deberá solicitar con carácter 
preceptivo el informe del órgano instructor así como, en 
el caso de las subvenciones de concurrencia competitiva, 
el del órgano evaluador de las solicitudes, si es que el 
vicio afectara a los aspectos que le correspondía valorar.

2. La cantidad a devolver en el caso de declaración 
administrativa o judicial de nulidad o anulación será la 
que se hubiera percibido más el interés de demora corres-
pondiente desde el momento del pago de la subvención 
hasta el de la citada declaración. Cuando la causa de nuli-
dad o anulabilidad no sea imputable al beneficiario no se 
devengará interés de demora.

Artículo 32. Naturaleza de los créditos a reintegrar y de 
los procedimientos para su exigencia.

1. Las cantidades que se deban reintegrar por concu-
rrir alguna de las causas establecidas en el artículo 37 de 
la Ley General de Subvenciones, así como las que se 
deban reintegrar por aplicación del artículo 36 de la 
misma ley, tendrán la consideración de ingresos de dere-
cho público, resultando de aplicación para su cobranza lo 
previsto en la Ley de Hacienda de la Comunidad Autó-
noma.

2. El interés de demora aplicable en materia de sub-
venciones será el interés legal del dinero incrementado 
en un 25 por 100, salvo que la Ley de Presupuestos Gene-
rales del Estado establezca otro diferente.

3. El destino de los reintegros de los fondos de la 
Unión Europea tendrá el tratamiento que en su caso 
determine la normativa comunitaria.

4. Los procedimientos para la exigencia del reinte-
gro de las subvenciones, tendrán siempre carácter admi-
nistrativo.

5. También se podrá efectuar el reintegro voluntario, 
con el devengo de los intereses de demora correspon-
dientes. No se producirá dicho devengo en el caso de 
aceptación presunta previsto en el apartado a) del artícu-
lo 11 siempre que el ingreso se haga efectivo en las cuen-

tas del tesoro público regional antes de los diez días natu-
rales siguientes a su percepción por el beneficiario.

6. Se autoriza a la Consejería de Economía y 
Hacienda para que pueda disponer la no exigibilidad de 
aquellos reintegros inferiores a la cuantía que estime y 
fije como insuficiente para la cobertura del coste que su 
exacción y recaudación representen.

Artículo 33. Prescripción.

1. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la 
Administración a reconocer o liquidar el reintegro.

2. Este plazo se computará, en cada caso:
a) Desde el día siguiente a aquel en que venció el 

plazo para presentar la justificación por parte del benefi-
ciario o entidad colaboradora.

b) Desde el día siguiente al de la notificación de la 
concesión, en el supuesto previsto en el apartado 7 del 
artículo 30 de la Ley General de Subvenciones.

c) En el supuesto de que se hubieran establecido 
condiciones u obligaciones que debieran ser cumplidas o 
mantenidas por parte del beneficiario o entidad colabora-
dora durante un periodo determinado de tiempo, desde el 
día siguiente a aquel en que venció dicho plazo.

3. El cómputo del plazo de prescripción se interrumpirá:
a) Por cualquier acción de la Administración, reali-

zada con conocimiento formal del beneficiario o de la 
entidad colaboradora, conducente a determinar la exis-
tencia de alguna de las causas de reintegro.

b) Por la interposición de recursos de cualquier 
clase, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción 
penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio 
Fiscal, así como por las actuaciones realizadas con cono-
cimiento formal del beneficiario o de la entidad colabora-
dora en el curso de dichos recursos.

c) Por cualquier actuación fehaciente del beneficiario 
o de la entidad colaboradora conducente a la liquidación 
de la subvención o del reintegro.

Artículo 34. Obligados al reintegro.

1. Cuando se produzca uno de los supuestos que dan 
origen al reintegro de la subvención estarán obligados a 
realizarlo los beneficiarios o las entidades colaboradoras, 
según los casos, y además las personas a que se refiere el 
párrafo b) del apartado 5 del artículo 31 de la Ley General 
de Subvenciones.

2. Asimismo, los miembros de las personas y entida-
des contempladas en el apartado 2 y en el segundo 
párrafo del apartado 3 del artículo 11 de la Ley General de 
Subvenciones, responderán solidariamente de la obliga-
ción de reintegro del beneficiario en relación a las activi-
dades subvencionadas que se hubieran comprometido a 
efectuar.

Responderán solidariamente de la obligación de rein-
tegro los representantes legales del beneficiario cuando 
éste careciera de capacidad de obrar.

Responderán solidariamente los miembros, partícipes 
o cotitulares de las entidades a que se refiere el apartado 
3 del artículo 11 de la Ley General de Subvenciones en 
proporción a sus respectivas participaciones, cuando se 
trate de comunidades de bienes o cualquier otro tipo de 
unidad económica o patrimonio separado.

3. Responderán subsidiariamente de la obligación 
de reintegro los administradores de las sociedades mer-
cantiles, o aquellos que ostenten la representación legal 
de otras personas jurídicas, que no realizasen los actos 
necesarios que fueran de su incumbencia para el cumpli-
miento de las obligaciones infringidas, adoptasen acuer-
dos que hicieran posibles los incumplimientos o consin-
tieran el de quienes de ellos dependan.
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Asimismo, los que ostenten la representación legal de 
las personas jurídicas, de acuerdo con las disposiciones 
legales o estatutarias que les resulten de aplicación, que 
hayan cesado en sus actividades responderán subsidia-
riamente en todo caso de las obligaciones de reintegro de 
éstas.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas y 
liquidadas, sus obligaciones de reintegro pendientes se 
transmitirán a los socios o partícipes en el capital que res-
ponderán de ellas solidariamente y hasta el límite del valor 
de la cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado.

5. En caso de fallecimiento del obligado al reintegro, 
la obligación de satisfacer las cantidades pendientes de 
restitución se transmitirá a sus causahabientes, sin perjui-
cio de lo que establezca el derecho civil común, foral o 
especial aplicable a la sucesión para determinados 
supuestos, en particular para el caso de aceptación de la 
herencia a beneficio de inventario.

CAPÍTULO II

Del procedimiento de reintegro

Artículo 35. Competencia para la resolución del proce-
dimiento de reintegro.

1. El órgano concedente o, en su caso, el competente 
por razón de la materia en ese momento, será el encar-
gado de exigir el reintegro de las subvenciones mediante 
la resolución del procedimiento regulado en este capítulo, 
cuando aprecie la existencia de alguno de los supuestos 
de reintegro de cantidades percibidas establecidos en 
esta Ley.

2. Si el reintegro es acordado por los órganos de la 
Unión Europea, el órgano que la concedió o, en su caso, 
al que corresponda en ese momento la gestión del 
recurso ejecutará dichos acuerdos.

3. Cuando la subvención haya sido concedida por la 
Comisión Europea u otra institución comunitaria y la obli-
gación de restituir surgiera como consecuencia de la 
actuación fiscalizadora, distinta del control financiero de 
subvenciones regulado en el título III de esta Ley, corres-
pondiente a las instituciones españolas habilitadas legal-
mente para la realización de estas actuaciones, el acuerdo 
de reintegro será dictado por el órgano gestor nacional de 
la subvención. El mencionado acuerdo se dictará de oficio 
o a propuesta de otras instituciones y órganos de la Admi-
nistración habilitados legalmente para fiscalizar fondos 
públicos.

Artículo 36. Procedimiento de reintegro.

1. El procedimiento de reintegro de subvenciones se 
regirá por las disposiciones generales sobre procedimien-
tos administrativos contenidas en el título VI de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, sin perjuicio de las especialidades que se estable-
cen en esta Ley y en sus disposiciones de desarrollo.

2. El procedimiento de reintegro de subvenciones se 
iniciará de oficio, que se notificará al interesado, por 
acuerdo del órgano concedente o, en su caso, por aquel 
que tenga competencia sobre la materia en ese momento, 
bien por propia iniciativa, bien como consecuencia de 
orden superior, a petición razonada de otros órganos o 
por denuncia. También se iniciará a consecuencia del 
informe de control financiero emitido por la Intervención 
General de la Comunidad Autónoma. El acuerdo de inicio 
se notificará al beneficiario y, en su caso, a la entidad cola-
boradora, y contra él no cabrá recurso alguno. En el acto 
ordenando el inicio de este procedimiento, se deberá con-
cretar el órgano encargado de la instrucción y el importe 

del reintegro a exigir. El beneficiario podrá formular cuan-
tas alegaciones estime oportunas durante su tramitación. 
Concluido el procedimiento y declarada la obligación de 
reintegrar se iniciará el procedimiento de recaudación por 
los órganos que sean competentes en esta materia en 
cada momento.

3. En la tramitación del procedimiento se garantizará, 
en todo caso, el derecho del interesado a la audiencia.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la reso-
lución del procedimiento de reintegro será de 12 meses 
desde el acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspen-
derse y ampliarse de acuerdo con lo previsto en los apar-
tados 5 y 6 del artículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Si transcurre el plazo para resolver sin que se haya 
notificado resolución expresa, se producirá la caducidad 
del procedimiento, sin perjuicio de continuar las actuacio-
nes hasta su terminación y sin que se considere interrum-
pida la prescripción por las actuaciones realizadas hasta 
la finalización del citado plazo.

5. La resolución del procedimiento de reintegro pon-
drá fin a la vía administrativa. A la vista de la misma, por 
el órgano gestor se practicará la liquidación de la deuda y 
se dará de alta en el sistema de información contable.

Artículo 37. Coordinación de actuaciones.

El pronunciamiento del órgano gestor respecto a la 
aplicación de los fondos por los perceptores de subven-
ciones se entenderá sin perjuicio de las actuaciones de 
control financiero que competen a la Intervención Gene-
ral de la Comunidad Autónoma.

TÍTULO III

Del control financiero de subvenciones

Artículo 38. Objeto y competencia para el ejercicio del 
control financiero de subvenciones.

1. El control financiero de subvenciones se ejercerá 
respecto de beneficiarios y, en su caso, entidades colabora-
doras por razón de las subvenciones de la Administración 
Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Mur-
cia, otorgadas con cargo a sus Presupuestos Generales.

2. El control financiero de subvenciones tendrá 
como objeto verificar:

a) La adecuada y correcta obtención de la subven-
ción por parte del beneficiario.

b) El cumplimiento por parte de beneficiarios y enti-
dades colaboradoras de sus obligaciones en la gestión y 
aplicación de la subvención.

c) La adecuada y correcta justificación de la subven-
ción por parte de beneficiarios y entidades colaboradoras.

d) La realidad y la regularidad de las operaciones 
que, de acuerdo con la justificación presentada por bene-
ficiarios y entidades colaboradoras, han sido financiadas 
con la subvención.

e) La adecuada y correcta financiación de las activi-
dades subvencionadas, para comprobar que, en ningún 
caso, el importe de la subvención abonada o de la suma 
de ella con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recur-
sos, supere el coste de la actividad subvencionada.

f) La existencia de hechos, circunstancias o situacio-
nes no declaradas a la Administración por beneficiarios y 
entidades colaboradoras y que pudieran afectar a la finan-
ciación de las actividades subvencionadas, a la adecuada 
y correcta obtención, utilización, disfrute o justificación de 
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la subvención, así como a la realidad y regularidad de las 
operaciones con ella financiadas.

3. La competencia para el ejercicio del control finan-
ciero de subvenciones corresponderá a la Intervención 
General de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las 
funciones que la Constitución y las Leyes atribuyan al Tri-
bunal de Cuentas y de lo dispuesto en el artículo 6 de la 
Ley General de Subvenciones.

4. El control financiero de subvenciones podrá con-
sistir en:

a) El examen de registros contables, cuentas o esta-
dos financieros y la documentación que los soporte, de 
beneficiarios y entidades colaboradoras.

b) El examen de operaciones individualizadas y con-
cretas relacionadas o que pudieran afectar a las subven-
ciones concedidas.

c) La comprobación de aspectos parciales y concre-
tos de una serie de actos relacionados o que pudieran 
afectar a las subvenciones concedidas.

d) La comprobación material de las inversiones 
financiadas.

e) Las actuaciones concretas de control que deban 
realizarse conforme con lo que en cada caso establezca la 
normativa reguladora de la subvención y, en su caso, la 
resolución de concesión.

f) Cualesquiera otras comprobaciones que resulten 
necesarias en atención a las características especiales de 
las actividades subvencionadas.

5. El control financiero podrá extenderse a las perso-
nas físicas o jurídicas a las que se encuentren asociados los 
beneficiarios, así como a cualquier otra persona suscepti-
ble de presentar un interés en la consecución de los objeti-
vos, en la realización de las actividades, en la ejecución de 
los proyectos o en la adopción de los comportamientos.

Artículo 39. Facultades del personal controlador.

1. Los funcionarios de la Intervención General de la 
Comunidad Autónoma, en el ejercicio de las funciones de 
control financiero de subvenciones, serán considerados 
agentes de la autoridad. Por el Interventor General se 
efectuará el nombramiento de dicho personal, nombra-
miento que deberán exhibir para acreditar su condición.

2. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, 
así como los jefes o directores de oficinas públicas, organis-
mos autónomos y otros entes de derecho público y quienes, 
en general, ejerzan funciones públicas o desarrollen su tra-
bajo en dichas entidades deberán prestar la debida colabo-
ración y apoyo a los funcionarios encargados de la realiza-
ción del control financiero de subvenciones.

3. Los juzgados y tribunales deberán facilitar a la 
Administración, de oficio o a requerimiento de ésta, cuan-
tos datos con trascendencia en la aplicación de subven-
ciones se desprendan de las actuaciones judiciales de las 
que conozcan, respetando, en su caso, el secreto de las 
diligencias sumariales.

4. El personal controlador estará facultado para exigir 
el cumplimiento de las obligaciones de colaboración regula-
das por el artículo 46 de la Ley General de Subvenciones.

Artículo 40. Deberes del personal controlador.

1. El personal controlador que realice el control 
financiero de subvenciones deberá guardar la confiden-
cialidad y el secreto respecto de los asuntos que conozcan 
por razón de su trabajo.

Los datos, informes o antecedentes obtenidos en el 
ejercicio de dicho control sólo podrán utilizarse para los 
fines asignados al mismo, servir de fundamento para la 
exigencia de reintegro y, en su caso, para poner en cono-

cimiento de los órganos competentes los hechos que 
puedan ser constitutivos de infracción administrativa, 
responsabilidad contable o penal.

2. Cuando en la práctica de un control financiero el 
funcionario actuante aprecie que los hechos acreditados en 
el expediente pudieran ser susceptibles de constituir una 
infracción administrativa o de responsabilidades contables 
o penales, lo deberá poner en conocimiento de la Interven-
ción General de la Comunidad Autónoma a efectos de que, 
si procede, remita lo actuado al órgano competente para la 
iniciación de los oportunos procedimientos.

Artículo 41. Del procedimiento de control financiero.

1. El ejercicio del control financiero de subvenciones 
se adecuará al plan anual de auditorías y sus modificacio-
nes que apruebe anualmente el Consejo de Gobierno a 
propuesta de la Intervención General de la Comunidad 
Autónoma. Por orden de la Consejería de Economía y 
Hacienda se determinarán los supuestos en que, como 
consecuencia de la realización de un control, se pueda 
extender el ámbito más allá de lo previsto inicialmente 
en el plan.

2. La iniciación de las actuaciones de control finan-
ciero sobre beneficiarios y, en su caso, entidades colabo-
radoras se efectuará mediante su notificación a éstos, en 
la que se indicará la naturaleza y alcance de las actuacio-
nes a desarrollar, la fecha de personación del equipo de 
control que va a realizarlas, la documentación que en un 
principio debe ponerse a disposición del mismo y demás 
elementos que se consideren necesarios. Los beneficia-
rios y, en su caso, entidades colaboradoras deberán ser 
informadas, al inicio de las actuaciones, de sus derechos 
y obligaciones en el curso de las mismas. Estas actuacio-
nes serán comunicadas, igualmente, a los órganos gesto-
res de las subvenciones.

3. Cuando en el desarrollo del control financiero se 
determine la existencia de circunstancias que pudieran 
dar origen a la devolución de las cantidades percibidas 
por causas distintas a las previstas en el artículo 37 de la 
Ley General de Subvenciones, se pondrán los hechos en 
conocimiento del órgano concedente de la subvención, 
que deberá informar sobre las medidas adoptadas, 
pudiendo acordarse la suspensión del procedimiento de 
control financiero.

La suspensión del procedimiento deberá notificarse 
al beneficiario o entidad colaboradora.

4. La finalización de la suspensión, que en todo caso 
deberá notificarse al beneficiario o entidad colaboradora, 
se producirá cuando:

a) Una vez adoptadas por el órgano concedente las 
medidas que, a su juicio, resulten oportunas, las mismas 
serán comunicadas al órgano de control.

b) Si, transcurridos tres meses desde el acuerdo de 
suspensión, no se hubiera comunicado la adopción de 
medidas por parte del órgano gestor.

5. Cuando en el ejercicio de las funciones de control 
financiero se deduzcan indicios de la incorrecta obten-
ción, destino o justificación de la subvención percibida, 
la Intervención General de la Comunidad Autónoma 
podrá acordar la adopción de las medidas cautelares que 
se estimen precisas al objeto de impedir la desaparición, 
destrucción o alteración de las facturas, documentos 
equivalentes o sustitutivos y de cualquier otro docu-
mento relativo a las operaciones en que tales indicios se 
manifiesten.

Las medidas habrán de ser proporcionadas al fin que 
se persiga. En ningún caso se adoptarán aquellas que 
puedan producir un perjuicio de difícil o imposible repa-
ración.
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6. Las actuaciones de control financiero sobre bene-
ficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras finaliza-
rán con la emisión de los correspondientes informes 
comprensivos de los hechos puestos de manifiesto y de 
las conclusiones que de ellos se deriven.

Cuando el órgano concedente, en aplicación de lo 
dispuesto en el apartado 4 anterior, comunicara el inicio 
de actuaciones que pudieran afectar a la validez del acto 
de concesión, la finalización del procedimiento de control 
financiero de subvenciones se producirá mediante reso-
lución de la Intervención General de la Comunidad Autó-
noma en la que se declarará la improcedencia de conti-
nuar las actuaciones de control, sin perjuicio de que, una 
vez recaída resolución declarando la validez total o par-
cial del acto de concesión, pudiera volver a iniciarse las 
actuaciones.

7. Las actuaciones de control financiero sobre bene-
ficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras, deberán 
concluir en el plazo máximo de 12 meses a contar desde 
la fecha de notificación a aquéllos del inicio de las mis-
mas. Dicho plazo podrá ampliarse hasta 18 meses cuando 
en las actuaciones concurra alguna de las siguientes cir-
cunstancias:

a) Que se trate de actuaciones que revistan especial 
complejidad.

b) Cuando en el transcurso de las actuaciones se 
descubra que el beneficiario o entidad colaboradora han 
ocultado información o documentación esencial para un 
adecuado desarrollo del control.

8. A los efectos del plazo previsto en el apartado 
anterior, no se computarán las dilaciones imputables al 
beneficiario o entidad colaboradora, en su caso, ni los 
periodos de interrupción justificada.

Artículo 42. Documentación de las actuaciones de con-
trol financiero.

1. Las actuaciones de control financiero se docu-
mentarán en diligencias, para reflejar hechos relevantes 
que se pongan de manifiesto en el ejercicio del mismo, y 
en informes, que tendrán el contenido y estructura y 
cumplirán los requisitos que se determinen por orden de 
la Consejería de Economía y Hacienda.

2. Los informes se notificarán a los beneficiarios o 
entidades colaboradoras que hayan sido objeto de con-
trol. Una copia del informe se remitirá al órgano gestor 
que concedió la subvención señalando en su caso la 
necesidad de iniciar expedientes de reintegro y sanciona-
dor.

3. Tanto las diligencias como los informes tendrán 
naturaleza de documentos públicos y harán prueba de 
los hechos que motiven su formalización, salvo que se 
acredite lo contrario.

Artículo 43. Efectos de los informes de control finan-
ciero.

1. Cuando en el informe emitido por la Intervención 
General de la Comunidad Autónoma se recoja la proce-
dencia de reintegrar la totalidad o parte de la subvención, 
el órgano gestor deberá acordar, con base en el referido 
informe y en el plazo de un mes a contar desde su recep-
ción, el inicio del expediente de reintegro, notificándolo 
así al beneficiario o entidad colaboradora, que dispondrá 
de 15 días hábiles para alegar cuanto considere conve-
niente en su defensa.

2. El órgano gestor deberá comunicar a la Interven-
ción General de la Comunidad Autónoma en el plazo de 
un mes a partir de la recepción del informe de control 
financiero la incoación del expediente de reintegro o la 
discrepancia con su incoación, que deberá ser motivada. 

En este último caso, la Intervención General podrá emitir 
informe de actuación dirigido al titular del departamento 
del que dependa o esté adscrito el órgano gestor de la 
subvención, del que dará traslado asimismo al órgano 
gestor.

El titular del departamento, una vez recibido dicho 
informe, manifestará a la Intervención General, en el 
plazo máximo de dos meses, su conformidad o discon-
formidad con el contenido del mismo. La conformidad 
con el informe de actuación vinculará al órgano gestor 
para la incoación del expediente de reintegro.

En caso de disconformidad, la Intervención General 
podrá elevar, a través del titular de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda, el referido informe a la consideración 
del Consejo de Gobierno para que, tras el dictamen del 
Consejo Jurídico, adopte la resolución que estime opor-
tuna. La decisión adoptada resolverá la discrepancia.

3. Una vez iniciado el expediente de reintegro y a la 
vista de las alegaciones presentadas o, en cualquier caso, 
transcurrido el plazo otorgado para ello, el órgano gestor 
deberá trasladarlas, junto con su parecer, a la Interven-
ción General, que emitirá informe en el plazo de un mes.

La resolución del procedimiento de reintegro no 
podrá separarse del criterio recogido en el informe de la 
Intervención General. Cuando el órgano gestor no acepte 
este criterio, con carácter previo a la propuesta de resolu-
ción, planteará discrepancia que será resuelta de acuerdo 
con el procedimiento previsto en la Ley de Hacienda de la 
Región de Murcia en materia de gastos, y en el tercer 
párrafo del apartado anterior.

4. Una vez recaída resolución, y simultáneamente a 
su notificación, el órgano gestor dará traslado de la 
misma a la Intervención General.

5. La formulación de la resolución del procedi-
miento de reintegro con omisión del trámite previsto en 
el apartado 3 dará lugar a la anulabilidad de dicha resolu-
ción, que podrá ser convalidada mediante acuerdo del 
Consejo de Gobierno, que será también competente para 
su revisión de oficio.

A los referidos efectos, la Intervención General de la 
Administración elevará al Consejo de Gobierno, a través 
del titular de la Consejería de Economía y Hacienda, 
informe relativo a las resoluciones de reintegro incursas 
en la citada causa de anulabilidad de que tuviera conoci-
miento.

TÍTULO IV

Régimen sancionador

CAPÍTULO I

De la competencia y del procedimiento sancionador

Artículo 44. Procedimiento sancionador.

La imposición de sanciones por la comisión de infrac-
ciones en materia de subvenciones requerirá la tramita-
ción del correspondiente procedimiento administrativo 
de acuerdo con lo establecido en el capítulo II del título IX 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Tienen la consideración de infracciones administrati-
vas en materia de subvenciones las conductas tipificadas 
como tales en el capítulo I del título IV de la Ley General 
de Subvenciones. Las sanciones a imponer por la comi-
sión de tales infracciones serán las que para cada caso se 
regulan en el capítulo II de dicho título.
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Artículo 45. Órganos competentes.

1. Ostentan competencia para la imposición de san-
ciones los mismos órganos que la tienen para conceder-
las a tenor de lo establecido en el artículo 10 de la pre-
sente ley.

En el caso de que la sanción a imponer consistiera en 
la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones de la 
Comunidad, en la prohibición para celebrar contratos con 
la Administración u otros entes públicos o en la pérdida 
de la posibilidad de actuar como entidad colaboradora en 
relación con las subvenciones reguladas en esta ley, la 
competencia corresponderá al titular de la Consejería de 
Economía y Hacienda.

2. Los órganos competentes para imponer sancio-
nes nombrarán un instructor para cada procedimiento en 
aquellos casos en que la normativa en vigor no determi-
nara cuál es el órgano encargado de la instrucción de 
estos procedimientos.

Disposición adicional primera. Información y coordina-
ción con el Tribunal de Cuentas.

Anualmente, la Intervención General de la Comunidad 
Autónoma remitirá al Tribunal de Cuentas informe sobre 
el seguimiento de los expedientes de reintegro y sancio-
nadores derivados del ejercicio del control financiero.

Disposición adicional segunda. Contratación de la cola-
boración para la realización de controles financieros 
de subvenciones con auditores privados.

1. La Intervención General de la Comunidad Autó-
noma podrá recabar la colaboración de empresas priva-
das de auditoría para la realización de controles financie-
ros de subvenciones en los términos previstos en esta ley 
y en la ley de Hacienda de la Región de Murcia.

2. En cualquier caso, corresponderá a la Intervención 
General la realización de aquellas actuaciones que supon-
gan el ejercicio de potestades administrativas.

3. La misma colaboración podrán recabar las corpo-
raciones locales para el control financiero de las subven-
ciones que concedan, quedando también reservadas a 
sus propios órganos de control las actuaciones que 
supongan el ejercicio de las potestades administrativas.

Disposición adicional tercera. Ayudas en especie.

1. Las entregas a título gratuito de bienes y derechos 
se regirán por la legislación patrimonial.

2. No obstante lo anterior, se aplicará esta Ley, en los 
términos que se desarrollen reglamentariamente, cuando 
la ayuda consista en la entrega de bienes, derechos o ser-
vicios cuya adquisición se realice con la finalidad exclu-
siva de entregarlos a un tercero.

Disposición adicional cuarta. Premios educativos, cultu-
rales, científicos o de cualquier otra naturaleza.

Reglamentariamente se establecerá el régimen espe-
cial aplicable al otorgamiento de los premios educativos, 
culturales, científicos o de cualquier otra naturaleza, que 
deberá ajustarse al contenido de esta Ley, salvo en aque-
llos aspectos en los que, por la especial naturaleza de las 
subvenciones, no resulte aplicable.

Disposición adicional quinta Aprobación de bases regula-
doras en el Servicio Regional de Empleo y Formación.

Las bases reguladoras de las subvenciones en las 
materias propias de la competencia del Servicio Regional 
de Empleo y Formación serán aprobadas por Orden de su 
Presidente, previo informe de su Servicio Jurídico.

Disposición adicional sexta. Plan de cooperación local.

Las subvenciones que integran el plan de cooperación 
local de la Comunidad a las inversiones de las entidades 
locales se regirán por su normativa específica, resultando 
de aplicación supletoria las disposiciones de esta ley.

Disposición adicional séptima. Subvenciones de coope-
ración humanitaria, institucional o para el desarrollo.

El Consejo de Gobierno aprobará mediante decreto 
las especialidades del régimen de concesión de subven-
ciones para la ejecución de proyectos de cooperación 
humanitaria, institucional o para el desarrollo, que deban 
realizarse en el extranjero y tengan como beneficiarios a 
personas o entidades no radicadas en territorio español. 
Dicha regulación se adecuará a lo establecido en esta ley 
salvo que deban exceptuarse los principios de publicidad o 
concurrencia y otros aspectos del régimen de control, rein-
tegros o sanciones, en la medida en que sean incompati-
bles con su naturaleza o los destinatarios de las mismas.

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de 
los procedimientos.

1. A los procedimientos de concesión de subvencio-
nes ya iniciados a la entrada en vigor de esta Ley les será 
de aplicación la normativa vigente en el momento de su 
inicio.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado ante-
rior, los procedimientos de control financiero, reintegro y 
revisión de actos previstos en esta Ley resultarán de apli-
cación desde su entrada en vigor.

3. Las bases reguladoras vigentes en el momento de 
entrada en vigor de esta ley deberán adaptarse a su regu-
lación en el plazo de 6 meses a contar desde la fecha de 
entrada en vigor.

Disposición transitoria segunda. Primer plan estratégico 
de subvenciones.

El primer plan estratégico de subvenciones de la Comu-
nidad Autónoma de la Región de Murcia será elaborado 
para acompañar el proyecto de presupuestos de 2007.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas todas las normas de igual o infe-
rior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dis-
puesto en esta Ley, y en especial:

a) El capítulo V del título II del Texto Refundido de la 
Ley de Hacienda de la Región de Murcia, aprobado por 
Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre.

b) Del Decreto 161/1999, de 30 de diciembre, por el 
que se desarrolla el régimen de control interno ejercido 
por la Intervención General de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, el segundo párrafo del apartado 1 
del artículo 35, el apartado 6 del artículo 37, el párrafo b) 
del apartado 1 del artículo 38, el apartado 3 del artículo 40 
y los artículos 45, 46 y 47.

Disposición final. Desarrollo y entrada en vigor de esta 
ley.

1. Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar 
cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo 
de la presente ley, entendiéndose a él referidas cuantas 
remisiones a reglamento se hacen en esta ley sin concre-
tar otro órgano diferente.

2. La presente Ley entrará en vigor el día primero del 
mes siguiente al de su publicación.
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Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que sea 
de aplicación esta Ley, que la cumplan y a los Tribunales y 
Autoridades que corresponda, que la hagan cumplir.

Murcia, 18 de noviembre de 2005.

RAMÓN LUIS VALCÁRCEL SISO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia» 
número 278, de 2 de diciembre de 2005) 

 9896 LEY 8/2005, de 14 de diciembre, para la calidad 
en la edificación en la Región de Murcia.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN
DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de 
Murcia, que la Asamblea Regional ha aprobado la 
Ley 8/2005, de 14 de diciembre, para la Calidad en la Edi-
ficación en la Región de Murcia.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30.Dos del 
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo y 
ordeno la publicación de la siguiente Ley:

PREÁMBULO

I

La Comunidad Autónoma, consciente de que la conse-
cución de la calidad en la edificación es un objetivo pri-
mordial y un compromiso de la propia Administración, 
asume mediante esta Ley la responsabilidad de estable-
cer las normas y previsiones para la gestión y el asegura-
miento de la misma.

Para ello se compromete a prestar el apoyo y respaldo 
adecuado, estableciendo el sistema de autorizaciones y 
responsabilidades necesarias, así como los recursos 
materiales y técnicos precisos para llevar a cabo el desa-
rrollo de una política de calidad.

La Constitución Española, en su artículo 47, establece 
como principio rector de la política económica y social, el 
derecho de todos los españoles a disfrutar de una vivienda 
digna y adecuada y, en su artículo 51, que los poderes 
públicos garantizarán la defensa de los consumidores y 
usuarios, protegiendo mediante procedimientos eficaces 
la seguridad, la salud y los legítimos intereses económi-
cos de los mismos.

Igualmente, la Constitución ordena a los poderes 
públicos que promuevan las condiciones necesarias para 
hacer efectivos estos derechos.

En cumplimiento de estos mandatos la Comunidad 
Autónoma, en virtud de las competencias asumidas en 
materia de urbanismo, vivienda y defensa de los consu-
midores, pretende con esta Ley diseñar un marco norma-
tivo básico que garantice la dignidad, adecuación y dura-
bilidad, tanto de las viviendas como del resto de 
edificaciones que se promuevan o rehabiliten, a excep-
ción de las infraestructuras y obra civil no vinculadas 
directamente con la edificación, con independencia de 
que estén o no sometidas a algún régimen de protección 
o ayuda pública, en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

La transposición de la Directiva Europea de productos 
de la construcción 89/106/CEE mediante R.D. 1630/92 
compone un marco jurídico que condiciona el uso y 
puesta en el mercado de productos de construcción con 
un sistema de certificaciones de conformidad con especi-
ficaciones técnicas, amplias y variadas, que interesa desa-

rrollar y reglamentar en el ámbito de la Comunidad Autó-
noma.

La Ley 38/1999 de 5 de noviembre, de Ordenación de 
la Edificación, atribuye a las comunidades autónomas el 
desarrollo de determinados aspectos de la misma y 
supone una oportunidad más para abordar el desarrollo 
de una Ley regional.

Partiendo de este marco legal de observancia obli-
gada en toda la nación, se elabora esta Ley para impulsar 
desde la Administración regional un modelo normativo, 
moderno y eficaz, que sea asumible por el sector, com-
prometa a sus agentes e impregne en la sociedad, con la 
intención de racionalizar el proceso edificatorio como una 
propuesta abierta de mejora continuada de la calidad, a 
través de la identificación de sus problemas.

Por otra parte, los ayuntamientos, ante la ausencia de 
estrategias regionales sobre calidad, están regulando en 
sus ámbitos, a través de normas urbanísticas u ordenan-
zas municipales, determinados aspectos que requieren 
un tratamiento unificador dimanante de una Ley para la 
calidad con carácter general para toda la región.

Uno de los objetivos prioritarios de la futura Ley es 
reducir el nivel de defectos y no conformidades, así como 
el coste asociado tanto para las empresas como para el 
conjunto de la sociedad, incidiendo en la definición y con-
creción de las especificaciones, los procesos en todas las 
fases y los documentos de garantía. Para ello, se propone 
la implantación de un sistema asentado en una transmi-
sión documental garante, basada en premisas de satisfac-
ción y confianza de cada agente en el proceso hasta entre-
gar el producto final al destinatario.

II

El título I establece las disposiciones generales para la 
Gestión de la Calidad, entendiendo el proceso de calidad 
en la edificación como un sistema global que, desde el 
inicio de la promoción hasta su recepción y uso, implica a 
todos y cada uno de los intervinientes. Se pretende, desde 
esta Ley, regular en sus respectivos ámbitos la figura de 
dichos agentes, tipificando sus diversos cometidos e 
impulsando su compromiso.

Es patente la demanda social de mejores resultados 
sobre seguridad, confort y una vida útil de los edificios 
asociados a un mantenimiento sostenible, que respondan 
a sus expectativas de cumplimiento de las condiciones 
contractuales.

Mientras que la L.O.E. regula el ámbito normativo 
demandado por la sociedad, esta Ley pretende darle con-
tinuidad, regulando y fomentando una serie de requisitos 
de calidad, especificados en contratos y anejos técnicos, 
con el objeto de satisfacer otras necesidades demanda-
das por los usuarios.

El nivel de calidad en la edificación, a efectos de esta 
Ley, viene dado por el grado en que se supere el nivel 
mínimo de los requisitos de preceptivo cumplimiento 
inherentes al proceso de la edificación y a su resultado, en 
virtud de las disposiciones legales o reglamentarias exis-
tentes.

Para codificar la mejora de la oferta al destinatario, 
esta Ley da cabida a la posibilidad de definir reglamenta-
riamente el perfil de calidad de un edificio, entendiendo 
por tal al conjunto de prestaciones asignadas a los requi-
sitos básicos establecidos en la normativa estatal y, en su 
caso, regional, como aquellas otras prestaciones o carac-
terísticas técnicas libremente introducidas por el promo-
tor para responder a la necesidad del usuario.

Con este planteamiento, la Ley presenta un enfoque 
que pretende, mediante la mejora de prestaciones, dar 
respuesta a las demandas de la sociedad, abriendo 
camino a los requisitos de calidad que, partiendo del 
umbral mínimo de exigencias identificadas con la legali-


